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PROPUESTA INICIAL PROPUESTA MODIFICADA

EL CONSEJO DE LA UNIÓN EUROPEA, Sin modificar

Visto el Tratado constitutivo de la Comunidad Europea y, en
particular, el apartado 2 de su artículo 59,

Visto el Tratado constitutivo de la Comunidad Europea y, en
particular, el apartado 2 de su artículo 49,

Vista la propuesta de la Comisión, Sin modificar

Visto el dictamen del Parlamento Europeo (1),

Visto el dictamen del ComitØ Económico y Social (2),

Considerando lo siguiente:

(1) Considerando que, con arreglo a la letra c) del artículo 3
del Tratado, la supresión entre los Estados miembros de
los obstÆculos a la libre circulación de personas y servicios
constituye uno de los objetivos de la Comunidad. que la
libre circulación de servicios puede extenderse a los tra-
bajadores autónomos que no son ciudadanos de la Unión
pero que son nacionales de un tercer Estado legalmente
establecidos dentro de la Comunidad.

(1) Con arreglo a la letra c) del apartado 1 del artículo 3 del
Tratado, la supresión entre los Estados miembros de los
obstÆculos a la libre circulación de personas y servicios
constituye uno de los objetivos de la Comunidad. la libre
circulación de servicios puede extenderse a los trabajado-
res autónomos que no son ciudadanos de la Unión pero
que son nacionales de un tercer Estado legalmente esta-
blecidos dentro de la Comunidad.

(2) Considerando que esta extensión estÆ prevista en el Tra-
tado CE desde hace mÆs de cuarenta aæos; que no puede
justificarse que un nacional de un tercer Estado que tenga
una vinculación continuada y efectiva con la economía de
un Estado miembro sólo pueda beneficiarse de la libre
prestación de servicios constituyendo una sociedad con
arreglo al artículo 58 del Tratado y que los trabajadores
autónomos, nacionales de un tercer Estado, no puedan
beneficiarse de esta libertad como personas físicas.

(2) Esta extensión estÆ prevista en el Tratado CE desde hace
mÆs de cuarenta aæos; no puede justificarse que un nacio-
nal de un tercer Estado que tenga una vinculación conti-
nuada y efectiva con la economía de un Estado miembro
sólo pueda beneficiarse de la libre prestación de servicios
constituyendo una sociedad con arreglo al artículo 48 del
Tratado y que los trabajadores autónomos, nacionales de
un tercer Estado, no puedan beneficiarse de esta libertad
como personas físicas.

___________
(1) Dictamen emitido el 3.2.2000 (sin publicar todavía en el Diario

Oficial).
(2) DO C 209, de 22.7.1999, p. 5.
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(3) Considerando que los trabajadores asalariados nacionales
de un tercer Estado pueden ser desplazados mientras que
los trabajadores autónomos, cuyas actividades aæaden un
valor propio a la economía de un Estado miembro, se ven
privados de ejercer actividades transfronterizas en todo el
mercado interior; que la extensión de la libre prestación
de servicios a los trabajadores autónomos, nacionales de
un tercer Estado, se entenderÆ sin perjuicio de la aplica-
ción de las disposiciones nacionales que prevØn una de-
terminada protección social de estas personas equivalente
a la de los trabajadores asalariados.

(3) Los trabajadores asalariados nacionales de un tercer Estado
pueden ser desplazados mientras que los trabajadores au-
tónomos, cuyas actividades aæaden un valor propio a la
economía de un Estado miembro, se ven privados de
ejercer actividades transfronterizas en todo el mercado
interior; la extensión de la libre prestación de servicios a
los trabajadores autónomos, nacionales de un tercer Es-
tado, se entenderÆ sin perjuicio de la aplicación de las
disposiciones nacionales que prevØn una determinada pro-
tección social de estas personas equivalente a la de los
trabajadores asalariados.

(4) Considerando que resulta, por lo tanto, oportuno iniciar
esa extensión en un momento en que, mediante la Direc-
tiva . . ./. . ./CE del Parlamento Europeo y del Consejo, la
Comunidad clarifica las condiciones de desplazamiento de
los trabajadores asalariados nacionales de un tercer Estado,
en el marco de una prestación de servicios; que a la vista
del apartado 1 del artículo 61 del Tratado, el Æmbito de
aplicación ratione personae de la presente Directiva sólo
podrÆ extenderse a los prestadores de servicios activos
en el sector de transportes mediante un acto específico
aprobado en virtud de las disposiciones del Tratado rela-
tivas a la política comœn de transportes.

(4) Resulta, por lo tanto, oportuno iniciar esa extensión en un
momento en que, mediante la Directiva . . ./. . ./CE del
Parlamento Europeo y del Consejo, la Comunidad clarifica
las condiciones de desplazamiento de los trabajadores asa-
lariados nacionales de un tercer Estado, en el marco de
una prestación de servicios; a la vista del apartado 1 del
artículo 51 del Tratado, el Æmbito de aplicación ratione
personae de la presente Directiva sólo podrÆ extenderse a
los prestadores de servicios activos en el sector de trans-
portes mediante un acto específico aprobado en virtud de
las disposiciones del Tratado relativas a la política comœn
de transportes.

(5) Considerando que un trabajador autónomo nacional de un
tercer Estado no deberÆ beneficiarse del derecho de esta-
blecimiento en el Estado miembro donde presta sus ser-
vicios; que la presente Directiva no deberÆ afectar a los
derechos ya reconocidos a nivel comunitario, nacional o
en virtud de acuerdos internacionales, incluidos los que
otorga el Convenio europeo para la protección de los
derechos humanos en lo relativo al respeto de la vida
familiar.

(5) Un trabajador autónomo nacional de un tercer Estado no
deberÆ beneficiarse del derecho de establecimiento en el
Estado miembro donde presta sus servicios; la presente
Directiva no deberÆ afectar a los derechos ya reconocidos
a nivel comunitario, nacional o en virtud de acuerdos
internacionales, incluidos los que otorga el Convenio eu-
ropeo para la protección de los derechos humanos en lo
relativo al respeto de la vida familiar.

(5 bis) Un trabajador autónomo nacional de un tercer Estado
sólo podrÆ beneficiarse de la libre prestación de ser-
vicios si mantiene su establecimiento principal en un
Estado miembro y si tiene en Øl una residencia auto-
rizada por un mínimo de doce meses; es indispensable
que el beneficiario de la Directiva presente una acla-
ración al respecto cuando un nacional de un tercer
Estado plantee dudas sobre si es o no autónomo.

(6) Considerando que el carÆcter temporal de una prestación
de servicios deberÆ apreciarse no sólo en función de su
duración sino tambiØn de su frecuencia, periodicidad o
continuidad; que ello no excluye la posibilidad de que
un prestador de servicios se procure cierta infraestructura
en la medida en que sea necesaria para cumplir la pres-
tación;

(6) El carÆcter temporal de una prestación de servicios deberÆ
apreciarse no sólo en función de su duración sino tambiØn
de su frecuencia, periodicidad o continuidad; ello no ex-
cluye la posibilidad de que un prestador de servicios se
procure cierta infraestructura en la medida en que sea
necesaria para cumplir la prestación;
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(7) Considerando que la libre prestación de servicios tiene
por corolario el derecho de entrada y de estancia en el
territorio del Estado miembro de acogida; que, a falta de
documentos nacionales uniformes que aborden los aspec-
tos ligados al desplazamiento, la «tarjeta de prestación de
servicios � CE» es el instrumento que facilita la presta-
ción de servicios transfronterizos con vistas a un despla-
zamiento real o potencial en el marco de actividades or-
dinarias; que corresponde al prestador de servicios la de-
cisión de solicitar la expedición de la tarjeta de prestación
de servicios CE; que la presente Directiva no afecta a los
compromisos de la Comunidad y de sus Estados miem-
bros adquiridos en el marco del Acuerdo General sobre el
Comercio y los Servicios (1); que la tarjeta de prestación
de servicios � CE debe incluir œnicamente los datos ne-
cesarios con arreglo a la Directiva 95/46/CE del Parla-
mento Europeo y del Consejo, de 24.10.1995, relativa a
la protección de las personas físicas en lo que respecta al
tratamiento de datos personales y a la libre circulación de
estos datos (2).

(7) La libre prestación de servicios tiene por corolario el
derecho de entrada y de estancia en el territorio del Es-
tado miembro de acogida; a falta de documentos nacio-
nales uniformes que aborden los aspectos ligados al des-
plazamiento, la «tarjeta de prestación de servicios CE» es
el instrumento que facilita la prestación de servicios trans-
fronterizos con vistas a un desplazamiento real o poten-
cial en el marco de actividades ordinarias; corresponde al
prestador de servicios la decisión de solicitar la expedición
de la tarjeta de prestación de servicios � CE; la presente
Directiva no afecta a los compromisos de la Comunidad y
de sus Estados miembros adquiridos en el marco del
Acuerdo General sobre el Comercio y los Servicios (1); la
tarjeta de prestación de servicios CE � debe incluir œni-
camente los datos necesarios con arreglo a la Directiva
95/46/CE del Parlamento Europeo y del Consejo, de
24.10.1995, relativa a la protección de las personas físicas
en lo que respecta al tratamiento de datos personales y a
la libre circulación de estos datos (2).

(8) Considerando que el Estado emisor de la tarjeta de pres-
tación de servicios � CE deberÆ tener en cuenta conside-
raciones de orden pœblico destinadas a combatir la inmi-
gración clandestina al certificar la regularidad de la situa-
ción en el Estado miembro donde el prestador de servicios
estÆ establecido; que este documento deberÆ garantizar
que la actividad principal del trabajador autónomo se re-
aliza en el Estado miembro donde estÆ establecido; que,
por lo tanto, dicho documento debe protegerse contra la
falsificación; que, por todo ello, ya no es necesario man-
tener el requisito de un visado de entrada.

(8) El Estado emisor de la tarjeta de prestación de servicios �
CE deberÆ tener en cuenta consideraciones de orden pœ-
blico destinadas a combatir la inmigración clandestina al
certificar la regularidad de la situación en el Estado miem-
bro donde el prestador de servicios estÆ establecido; este
documento deberÆ garantizar que la actividad principal del
trabajador autónomo se realiza en el Estado miembro
donde estÆ establecido; por lo tanto, dicho documento
debe protegerse contra la falsificación; por todo ello, ya
no es necesario mantener el requisito de un visado de
entrada.

(9) Considerando que la tarjeta de prestación de servicios �
CE expedida por el Estado miembro donde estÆ estable-
cido el trabajador autónomo deberÆ conceder así la garan-
tía necesaria para que cualquier otro Estado miembro
donde tenga lugar una prestación de servicios admita la
entrada y estancia de la persona en el marco de una o
varias prestaciones de servicios, es decir, el tiempo durante
el cual se lleve a cabo la prestación; que esta garantía
incluye la obligación de no considerar el desplazamiento
una interrupción de la residencia y de la actividad no
asalariada inicialmente autorizada y, en particular, de re-
admitir a la persona desplazada en cualquier circunstancia;
que el Estado miembro donde se efectœe la prestación no
deberÆ imponer sus propias exigencias en relación con la
entrada, la estancia y el acceso a una actividad autónoma.

(9) La tarjeta de prestación de servicios CE expedida por el
Estado miembro donde estÆ establecido el trabajador au-
tónomo deberÆ conceder así la garantía necesaria para que
cualquier otro Estado miembro donde tenga lugar una
prestación de servicios admita la entrada y estancia de la
persona en el marco de una o varias prestaciones de
servicios, es decir, el tiempo durante el cual se lleve a
cabo la prestación; esta garantía incluye la obligación de
no considerar el desplazamiento una interrupción de la
residencia y de la actividad no asalariada inicialmente au-
torizada y, en particular, de readmitir a la persona despla-
zada en cualquier circunstancia; el Estado miembro donde
se efectœe la prestación no deberÆ imponer sus propias
exigencias en relación con la entrada, la estancia y el
acceso a una actividad autónoma.

___________
(1) DO L 336 de 23.12.1994, p. 190.
(2) DO L 281 de 23.11.1995, p. 31.

___________
(1) DO L 336 de 23.12.1994, p. 190.
(2) DO L 281 de 23.11.1995, p. 31.
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(10) Considerando que todo Estado miembro podrÆ imponer,
antes de la entrada del prestador desplazado en su terri-
torio, la obligación de declarar su presencia y las presta-
ciones para las cuales se produzca el desplazamiento; que
una obligación de declaración previa permitirÆ a este Es-
tado miembro adoptar en determinados casos las medidas
necesarias por motivos de orden pœblico, seguridad y
salud pœblicas, dentro de los límites previstos en la pre-
sente Directiva; que cada Estado miembro en el que se
efectœe una prestación de servicios podrÆ imponer tam-
biØn la obligación de obtener, tras su entrada, un permiso
temporal de residencia cuando las prestaciones objeto del
desplazamiento impliquen una estancia de mÆs de seis
meses durante un período de doce meses; que el período
de validez del permiso temporal de residencia puede limi-
tarse al período de validez de la «tarjeta de prestación de
servicios � CE», ya que este Estado miembro puede ex-
pedir un permiso de residencia con arreglo a sus propias
disposiciones nacionales para los desplazamientos supe-
riores a doce meses;

(10) Todo Estado miembro podrÆ imponer, antes de la entrada
del prestador desplazado en su territorio, la obligación de
declarar su presencia y las prestaciones para las cuales se
produzca el desplazamiento; una obligación de declara-
ción previa permitirÆ a este Estado miembro adoptar en
determinados casos las medidas necesarias por motivos de
orden pœblico, seguridad y salud pœblicas, dentro de los
límites previstos en la presente Directiva; cada Estado
miembro en el que se efectœe una prestación de servicios
podrÆ imponer tambiØn la obligación de obtener, tras su
entrada, un permiso temporal de residencia cuando las
prestaciones objeto del desplazamiento impliquen una es-
tancia de mÆs de seis meses durante un período de doce
meses; el período de validez del permiso temporal de
residencia puede limitarse al período de validez de la «tar-
jeta de prestación de servicios � CE», ya que este Estado
miembro puede expedir un permiso de residencia con
arreglo a sus propias disposiciones nacionales para los
desplazamientos superiores a doce meses;

(11) que la eficacia de una extensión impone tambiØn la igual-
dad de trato entre nacionales de terceros Estados y ciuda-
danos de la Unión desplazados como prestadores de ser-
vicios en lo que respecta al reconocimiento de diplomas,
certificados y otros títulos adquiridos en la Comunidad;
que esta igualdad de trato deberÆ limitarse a la prestación
de servicios; que esta igualdad de trato no deberÆ incluir
los diplomas, certificados y otros títulos adquiridos en un
tercer Estado y œnicamente reconocidos en un Estado
miembro.

(11) la eficacia de una extensión impone tambiØn la igualdad
de trato entre nacionales de terceros Estados y ciudadanos
de la Unión desplazados como prestadores de servicios en
lo que respecta al reconocimiento de diplomas, certifica-
dos y otros títulos adquiridos en la Comunidad; esta igual-
dad de trato deberÆ limitarse a la prestación de servicios;
esta igualdad de trato no deberÆ incluir los diplomas,
certificados y otros títulos adquiridos en un tercer Estado
y œnicamente reconocidos en un Estado miembro.

(12) Considerando que los Estados miembros no podrÆn con-
ceder un trato mÆs favorable a los trabajadores autónomos
establecidos fuera de la Comunidad que a los establecidos
dentro de la Comunidad; que los Estados miembros po-
drÆn establecer excepciones a la presente Directiva por
motivos de orden pœblico, seguridad pœblica y salud pœ-
blica; que los límites de dichas excepciones deberÆn deter-
minarse frente a los prestadores de servicios nacionales de
terceros Estados en cuestión sobre la base de la coordina-
ción prevista en la Directiva 64/221/CEE del Consejo, de
25.2.1964, para la coordinación de las medidas especiales
para los extranjeros en materia de desplazamiento y de
residencia, justificadas por razones de orden pœblico, se-
guridad y salud pœblica (1), cuya œltima modificación la
constituye la Directiva 75/35/CEE (2).

(12) Los Estados miembros no podrÆn conceder un trato mÆs
favorable a los trabajadores autónomos establecidos fuera
de la Comunidad que a los establecidos dentro de la Co-
munidad; los Estados miembros podrÆn establecer excep-
ciones a la presente Directiva por motivos de orden pœ-
blico, seguridad pœblica y salud pœblica; los límites de
dichas excepciones deberÆn determinarse frente a los pres-
tadores de servicios nacionales de terceros Estados en
cuestión sobre la base de la coordinación prevista en la
Directiva 64/221/CEE del Consejo, de 25.2.1964, para la
coordinación de las medidas especiales para los extranje-
ros en materia de desplazamiento y de residencia, justifi-
cadas por razones de orden pœblico, seguridad y salud
pœblica (1), cuya œltima modificación la constituye la Di-
rectiva 75/35/CEE (2).

___________
(1) DO 56 de 4.4.1964, p. 850.
(2) DO L 14 de 20.1.1975, p. 14.

___________
(1) DO 56 de 4.4.1964, p. 850.
(2) DO L 14 de 20.1.1975, p. 14.
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(13) Considerando que es indispensable garantizar una estrecha
colaboración entre las autoridades competentes de los Es-
tados miembros; que conviene que las autoridades de los
Estados miembros adopten un modelo uniforme de «tar-
jeta de prestación de servicios � CE»; que conviene con-
ferir a la Comisión la facultad de adoptar este modelo y
otras modalidades de la tarjeta de prestación de servicios
� CE, segœn el procedimiento previsto en el Reglamento
(CE) no 1683/95 del Consejo, de 29.5.1995, por el que se
establece un modelo uniforme de visado (1).

(13) Es indispensable garantizar una estrecha colaboración en-
tre las autoridades competentes de los Estados miembros;
conviene que las autoridades de los Estados miembros
adopten un modelo uniforme de «tarjeta de prestación
de servicios � CE»; conviene conferir a la Comisión la
facultad de adoptar este modelo y otras modalidades de la
tarjeta de prestación de servicios � CE, segœn el proce-
dimiento previsto en el Reglamento (CE) no 1683/95 del
Consejo, de 29.5.1995, por el que se establece un modelo
uniforme de visado (1).

13 bis Las medidas necesarias para aplicar la presente Direc-
tiva son medidas de alcance general a tenor de lo dis-
puesto en el artículo 2 de la Decisión 1999/468/CE del
Consejo, de 28 de junio de 1999, por la que se esta-
blecen los procedimientos para el ejercicio de las com-
petencias de ejecución atribuidas a la Comisión (2), y,
por lo tanto, es conveniente que dichas medidas se
tomen siguiendo el procedimiento de reglamentación
previsto en el artículo 5 de dicha Decisión.

(14) Considerando que la presente Directiva no afecta a la
competencia de los Estados miembros de determinar quØ
nacionales de terceros Estados son admitidos para llevar a
cabo una actividad autónoma, bajo quØ condiciones debe
prorrogarse esta admisión, así como quØ actividad profe-
sional estÆ regulada o no en el territorio nacional.

(14) La presente Directiva no afecta a la competencia de los
Estados miembros de determinar quØ nacionales de terce-
ros Estados son admitidos para llevar a cabo una actividad
autónoma, bajo quØ condiciones debe prorrogarse esta
admisión, así como quØ actividad profesional estÆ regulada
o no en el territorio nacional.

(15) Considerando que, de conformidad con el principio de
proporcionalidad enunciado en el tercer pÆrrafo del artí-
culo 3 B del Tratado, la presente Directiva se limita a lo
que es necesario para alcanzar el objetivo de la libre
circulación de servicios; que permite a los Estados miem-
bros aplicar sus controles para comprobar si un nacional
de un tercer Estado presta un servicio transfronterizo
temporal o ejerce con carÆcter permanente una actividad
autónoma en el territorio de un Estado miembro distinto
del de su establecimiento principal; que se limita a des-
plazamientos no superiores a doce meses en el marco de
una prestación de servicios en otro Estado miembro, así
como al reconocimiento de diplomas, certificados y otros
títulos adquiridos dentro de la Comunidad.

(15) De conformidad con el principio de proporcionalidad
enunciado en el tercer pÆrrafo del artículo 5 del Tratado,
la presente Directiva se limita a lo que es necesario para
alcanzar el objetivo de la libre circulación de servicios;
permite a los Estados miembros aplicar sus controles
para comprobar si un nacional de un tercer Estado presta
un servicio transfronterizo temporal o ejerce con carÆcter
permanente una actividad autónoma en el territorio de un
Estado miembro distinto del de su establecimiento princi-
pal; se limita a desplazamientos no superiores a doce
meses en el marco de una prestación de servicios en
otro Estado miembro, así como al reconocimiento de di-
plomas, certificados y otros títulos adquiridos dentro de la
Comunidad.

(16) Considerando que, a efectos de la aplicación de la presente
Directiva, los Estados miembros deberÆn determinar un
rØgimen de sanciones apropiadas.

(16) A efectos de la aplicación de la presente Directiva, los
Estados miembros deberÆn determinar un rØgimen de san-
ciones apropiadas.

(17) Considerando que, a mÆs tardar cuatro aæos despuØs de la
fecha de transposición de la presente Directiva, la Comi-
sión deberÆ reexaminar las modalidades de aplicación de
la misma para proponer, en su caso, las modificaciones
necesarias.

(17) A mÆs tardar cuatro aæos despuØs de la fecha de trans-
posición de la presente Directiva, la Comisión deberÆ ree-
xaminar las modalidades de aplicación de la misma para
proponer, en su caso, las modificaciones necesarias.

___________
(1) DO L 164 de 14.7.1995, p. 1.

___________
(1) DO L 164 de 14.7.1995, p. 1.
(2) DO L 184 de 17.7.1999, p. 23.
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HA ADOPTADO LA PRESENTE DIRECTIVA:

Artículo 1

1. Los Estados miembros velarÆn por que los nacionales de
terceros Estados establecidos dentro de la Comunidad se bene-
ficien de la libre prestación de servicios, dentro de los límites
previstos por la presente Directiva.

2. No entrarÆn en el Æmbito de aplicación de la presente
Directiva ni los nacionales de terceros Estados en tanto que
destinatarios de servicios transfronterizos ni las prestaciones
de servicios del sector de transportes.

3. A efectos de la presente Directiva se considerarÆ prestador
de servicios a toda persona física nacional de un tercer Estado
que, en el Estado miembro de establecimiento, cumpla los
siguientes requisitos:

a) Haber constituido, de manera regular, su establecimiento
principal desde hace al menos doce meses y mantenga a
partir del mismo una vinculación efectiva y continuada
como trabajador autónomo con la economía de este Estado.

a) Haber constituido, de manera regular, su establecimiento
principal y mantenga a partir del mismo una vinculación
efectiva y continuada como trabajador autónomo con la
economía de este Estado.

Se considerarÆ que se mantiene una vinculación efectiva y
continuada si se han realizado prestaciones de servicios du-
rante un período mínimo de doce meses y que hayan sido
remuneradas como mínimo por dos destinatarios de servi-
cios que operen en dicho Estado.

b) Haber residido legalmente en este Estado, de conformidad
con su legislación nacional, por un período de tiempo su-
perior o igual a 12 meses, excepto aquellas personas que
disponen œnicamente de documentos en los que se certifica
que su presencia se tolera a la espera de que se produzca su
alejamiento.

c) No ejercer tambiØn actividades asalariadas. Sin modificar

Artículo 2

1. Cuando el prestador tenga la intención de desplazarse a
uno o varios Estados miembros y permanecer en ellos en tanto
que prestador de servicios, en el marco de sus actividades
ordinarias, el Estado miembro donde estØ establecido deberÆ
expedirle, cuando lo solicite, un documento denominado
«tarjeta de prestación de servicios � CE».

1. Cuando el prestador tenga la intención de desplazarse a
uno, varios o todos los Estados miembros y permanecer en
ellos en tanto que prestador de servicios, en el marco de sus
actividades ordinarias, el Estado miembro donde estØ estable-
cido deberÆ expedirle, cuando lo solicite, un documento deno-
minado «tarjeta de prestación de servicios � CE».

A efectos del pÆrrafo primero, deberÆ comprobarse: 1 bis. La tarjeta sólo se expedirÆ si el prestador de servicios
demuestra lo siguiente:

el trabajador estÆ afiliado al rØgimen de seguridad social del
Estado miembro competente para los riesgos de enfermedad y
accidentes de trabajo, o, de no estar afiliado, estÆ cubierto con
un seguro de enfermedad y accidente durante los desplaza-
mientos a uno o varios Estados miembros.

a) que reœne las condiciones fijadas en el apartado 3 del artí-
culo 1
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b) que estÆ asegurado contra los riesgos de enfermedad y ac-
cidentes de trabajo con motivo del desplazamiento, ocasio-
nado por una prestación de servicios, al Estado miembro o
Estados miembros de que se trate, ya sea en el organismo de
seguridad social del Estado miembro en que dicho prestador
estÆ establecido, ya sea por un seguro privado.

2. La tarjeta de prestación de servicios CE tendrÆ un período
de validez de doce meses.

2. La tarjeta de prestación de servicios CE tendrÆ un período
de validez durante la cual dicho prestador de servicios deberÆ
seguir residiendo en el Estado en el que estØ establecido, ex-
cepto aquellas personas que disponen œnicamente de documen-
tos en los que se certifica que su presencia se tolera a la espera
de que se produzca su alejamiento; asimismo deberÆ seguir
prestando servicios remunerados por destinatarios de servicios
de dicho Estado. En cualquier caso, el período de validez no
podrÆ ser superior a doce meses.

Sólo serÆ renovable si se vuelven a reunir las condiciones de
expedición para la duración prevista.

2 bis. La tarjeta de prestación de servicios CE sólo serÆ re-
novable si se vuelven a reunir las condiciones de expedición
contempladas en los apartados 1, 1 bis y 2.

2 ter. La tarjeta de prestación de servicios CE perderÆ su
validez si dejan de cumplirse cualquiera de las condiciones
contempladas en los apartados 1, 1 bis y 2 por motivos acae-
cidos una vez expedida la tarjeta.

3. La tarjeta de prestación de servicios CE constituirÆ un
documento independiente del que serÆ titular el prestador de
servicios y que contendrÆ las indicaciones siguientes:

3. La tarjeta de prestación de servicios CE � constituirÆ un
documento independiente del que serÆ titular el prestador de
servicios. Si la tarjeta deja de ser vÆlida, el Estado miembro en
que dicho prestador estØ establecido le obligarÆ a devolverla
inmediatamente a las autoridades competentes de dicho país.
La tarjeta contendrÆ las indicaciones siguientes:

a) los datos del prestador de servicios a) los datos del prestador de servicios, incluida la naturaleza de
sus actividades en el Estado miembro en que estØ establecido

b) el período de validez Sin modificar

c) el organismo emisor y el Estado miembro emisor

d) el Estado miembro o los Estados miembros en los que es
vÆlida la tarjeta.

Las modalidades exactas de los datos, un modelo uniforme del
documento y las especificaciones tØcnicas que eviten una falsi-
ficación del mismo se adoptarÆn mediante un Reglamento de
ejecución siguiendo el procedimiento previsto en el artículo 6
del Reglamento (CE) no 1683/95.

Las modalidades exactas de los datos, un modelo uniforme del
documento y las especificaciones tØcnicas que eviten una falsi-
ficación del mismo se adoptarÆn siguiendo el procedimiento
previsto en el apartado 2 del artículo 5 bis.
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4. El Estado miembro emisor de la tarjeta de prestación de
servicios � CE no podrÆ considerar el desplazamiento en el
marco de una prestación de servicios como una interrupción
de la residencia o de la actividad autónoma del prestador de
servicios en su territorio.

El Estado miembro emisor no podrÆ denegar la readmisión del
prestador de servicios en su territorio en virtud de su norma-
tiva nacional, cualesquiera que sean los motivos de la dene-
gación.

Sin modificar

Artículo 3

1. El Estado miembro donde se efectœe una prestación de
servicios autorizarÆ la entrada y la estancia del trabajador au-
tónomo en el marco de una o varias prestaciones de servicios
si esta persona estÆ en posesión de la tarjeta de prestación de
servicios � CE, así como de un documento de identidad o
pasaporte vÆlidos durante el período de prestación de los ser-
vicios.

1. El Estado miembro donde se efectœe una prestación de
servicios autorizarÆ la entrada y la estancia del trabajador au-
tónomo en el marco de una o varias prestaciones de servicios
si esta persona estÆ en posesión de la tarjeta de prestación de
servicios � CE y de un documento de identidad o pasaporte
vÆlidos durante el período de prestación de los servicios, así
como de una confirmación del destinario de servicios en la que
se le encargue de ejecutar una prestación de servicios concreta
y se indique la duración probable de la estancia.

2. El Estado miembro donde se efectœe la prestación no
podrÆ imponer al prestador de servicios

a) un visado de entrada o de salida

b) un documento o permiso de estancia salvo el contemplado
en el apartado 3

c) una autorización de la prestación de servicios, como por
ejemplo un permiso de trabajo, una tarjeta de identidad
de comerciante extranjero o una tarjeta profesional

d) una condición equivalente a las mencionadas en las letras a),
b) y c).

Sin modificar

3. El Estado miembro donde se efectœe una prestación de
servicios podrÆ imponer al prestador de servicios la obligación
de declarar su presencia, la duración prevista de su desplaza-
miento y la o las prestaciones de servicios objeto del mismo,
antes de la entrada en su territorio. Si la duración total de la o
las prestaciones de servicios en cuestión es superior a seis
meses durante un periodo de doce meses, el Estado miembro
expedirÆ, tras la entrada, un permiso temporal de residencia
para hacer constar la estancia.
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4. Para facilitar el ejercicio de una prestación de servicios, el
Estado miembro donde se efectœe la prestación garantizarÆ la
igualdad de trato entre nacionales de terceros Estados y ciuda-
danos de la Unión como prestadores de servicios, en lo que
respecta al reconocimiento de diplomas, certificados y otros
títulos que la persona en cuestión haya adquirido dentro de
la Comunidad a fin de ejercer la actividad de que se trate, y que
hayan sido expedidos por una autoridad competente de un
Estado miembro.

Artículo 4

1. Los Estados miembros no dispensarÆn un trato mÆs favo-
rable a los trabajadores autónomos establecidos fuera de la
Comunidad que a los establecidos dentro de la Comunidad.

2. Los Estados miembros sólo podrÆn establecer excepciones
a la aplicación de la presente Directiva por motivos de orden
pœblico, seguridad pœblica y salud pœblica, en cuyo caso la
Directiva 64/221/CEE serÆ aplicable mutatis mutandis.

Artículo 5

1. Los Estados miembros determinarÆn las autoridades com-
petentes para la expedición de la tarjeta de prestación de ser-
vicios � CE y del permiso temporal de residencia, así como
para la recepción de las informaciones a que hace referencia el
apartado 3 del artículo 3 y lo comunicarÆn a la Comisión y a
los demÆs Estados miembros. AdoptarÆn las medidas necesarias
para simplificar al mÆximo las formalidades, plazos y procedi-
mientos de obtención de dichos documentos, que serÆn expe-
didos gratuitamente o previo pago de una suma que no so-
brepase los derechos y tasas exigidos para la expedición de los
documentos de identidad a los nacionales.

2. Los Estados miembros preverÆn una cooperación entre las
administraciones pœblicas que, de acuerdo con la legislación
nacional, sean competentes en las materias relacionadas con
la aplicación de la presente Directiva.

La cooperación consistirÆ, en particular, en responder a cual-
quier solicitud motivada de información. Se proporcionarÆ de
manera gratuita y a la mayor brevedad.

Artículo 5 bis

1. La Comisión estarÆ asistida por el ComitØ creado en el
artículo 6 del Reglamento (CE) no 1683/95.
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2. Cuando se haga referencia a este apartado, se aplicarÆ el
procedimiento de reglamentación previsto en el artículo 5 de la
Decisión 1999/468/CE, respetando las disposiciones del apar-
tado 3 del artículo 7 de dicha Decisión.

3. El período previsto en el apartado 6 del artículo 5 de la
Decisión 1999/468/CE quedarÆ fijado en tres meses.

Artículo 6

Los Estados miembros determinarÆn el rØgimen de sanciones
aplicables a las violaciones de las disposiciones nacionales
adoptadas en aplicación de la presente Directiva y tomarÆn
cualquier medida necesaria para garantizar la ejecución de las
mismas. Las sanciones previstas deberÆn ser eficaces, propor-
cionadas y disuasorias. Los Estados miembros notificarÆn estas
disposiciones a la Comisión a mÆs tardar en la fecha prevista
en el artículo 8, así como cualquier modificación posterior que
les afecte en el plazo mÆs breve posible.

Sin modificar

Artículo 7

A mÆs tardar cuatro aæos despuØs del plazo fijado en el artículo
8, la Comisión informarÆ al Parlamento Europeo y al Consejo
sobre la aplicación de la presente Directiva en los Estados
miembros y propondrÆ, en su caso, las modificaciones oportu-
nas.

Artículo 8

Los Estados miembros adoptarÆn y publicarÆn las disposiciones
legales, reglamentarias y administrativas necesarias para dar
cumplimiento a lo establecido en la presente Directiva a mÆs
tardar el 30 de junio de 2002. InformarÆn inmediatamente de
ello a la Comisión.

Cuando los Estados miembros adopten dichas disposiciones,
Østas harÆn referencia a la presente Directiva o irÆn acompaæa-
das de dicha referencia en su publicación oficial. Los Estados
miembros establecerÆn las modalidades de la mencionada refe-
rencia.

Artículo 9

La presente Directiva entrarÆ en vigor al vigØsimo día siguiente
a su publicación en el Diario Oficial de las Comunidades Europeas.

Artículo 10

Los destinatarios de la presente Directiva serÆn los Estados
miembros.
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